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El señor OMINAMI.- Señor Presidente, intervengo hoy para denunciar lo que me parece 

una grave tergiversación de información judicial, una grave instrumentalización por parte 

de autoridades gubernamentales con el fin -y mido bien mis palabras- de liquidar política, 

electoral y moralmente a un funcionario público, a un Secretario Ministerial de la Quinta 

Región.

Ella se refiere a lo que considero una maniobra destinada, según expresaba, a destruir a un 

funcionario público por razones político-electorales.

Sé que lo que estoy diciendo es muy duro. Y quiero señalar que he reflexionado mucho antes 

de tomar la determinación de intervenir en esta Sala. Pero lo que voy a expresar es resultado 

de la convicción que me he formado respecto de los hechos que relataré.

Intervengo hoy luego de haber intentado clarificar la situación por las vías institucionales.

Tengo fundamentos sólidos para pensar que se ha cometido una gravísima injusticia. Y, no 

habiendo recibido la debida explicación de la autoridad correspondiente, he estimado mi deber 

como Senador hacer pública tal situación, apelando al principio de que finalmente son las 

instituciones las que han de funcionar para corregir las arbitrariedades y atropellos que alguna 

autoridad pueda cometer.

Quiero partir, señor Presidente, con una relación rigurosa y escueta de los hechos.

El 26 de febrero del presente año fui informado del sorpresivo aviso de cese en el cargo de 

Secretario Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Quinta Región del señor César Barra.

Alarmado por lo que me pareció una decisión sin fundamento, me contacté telefónicamente 

con el Intendente Regional, señor Iván de la Maza, así como con la Ministra del ramo. Ambos 

me hicieron presente que la petición de renuncia era resultado de una resolución adoptada 

en un nivel superior y que le había sido comunicada personalmente al Intendente por don 

Edmundo Pérez Yoma, quien en ese momento ejercía como Vicepresidente de la República.

Quedó claramente establecido en esas conversaciones con la Ministra del ramo y con el 

Intendente que no había ningún tipo de cargo concreto que afectara al abogado César Barra y 

que, por el contrario, se evaluaba muy positivamente su desempeño en el cargo.

La petición de renuncia fue calificada como "razón política" resultante de una "pérdida de 

confianza".

Eso ocurrió el 26 de febrero del año en curso.

Terminado el receso parlamentario, en la primera sesión del Senado de la República, la del 3 

de marzo, tuve ocasión de conversar con el Ministro del Interior para preguntarle acerca de los 

motivos que habían provocado aquella abrupta decisión.

Me hizo ver que existían antecedentes muy graves, vinculados a casos de irregularidades 

y corrupción, que afectaban al mencionado profesional, los cuales, por su envergadura, lo 

habían conducido a proceder de forma particularmente rápida y severa.

Le pedí, como Senador de la Región afectada, que me hiciera saber cuáles eran los 

antecedentes que lo habían llevado a tomar tan drástica determinación. El Ministro accedió 

a esta demanda, manifestando que no tenía ningún inconveniente en hacerme llegar la 

información del caso, lo que tuvo lugar el 5 de marzo, a través de una carta que se me envió 

por mano a mi oficina.

Señor Presidente, los supuestos "antecedentes" -voy a adjuntarlos a esta intervención- 

consisten simplemente en una minuta apócrifa -no está suscrita por nadie- que, en muy pocas 

líneas, hace un conjunto de afirmaciones totalmente carentes de fundamentos.

Se esgrime como argumento para justificar la remoción del Secretario Ministerial de Vivienda 

de la Quinta Región su vinculación en un proceso por fraude al Fisco en programas de 

generación de empleo en San Antonio.

Ahora bien: efectivamente, el abogado César Barra está vinculado a ese proceso, pero en 

condición de denunciante y en ningún caso como inculpado.

Se comprenderá, señor Presidente, que la diferencia en el involucramiento en un proceso en 

carácter de inculpado o de denunciante es como la distancia existente entre el cielo y la tierra: 

sideral.

En efecto, en su calidad de Director del FOSIS, César Barra denunció ante la Contraloría una 

irregularidad, la que ha dado origen a un proceso en los tribunales.

Ahora, en el marco de dicho proceso, el abogado Barra no ha sido objeto de ningún tipo 

de acusación, lo que hace de su remoción un acto por completo discrecional y -reitero- 

desprovisto de todo fundamento.

Por otra parte, en la minuta que me remitió el Ministro del Interior se hace referencia a un 

actual consejero regional, el señor Christian Urizar, indicándose que sería inminente su 

procesamiento.

Tal afirmación es grave, por varias razones.

En primer lugar, que en una minuta apócrifa se anuncie un procesamiento -expresión 

errónea, por lo demás, pues esa figura ya no existe, pues luego de la reforma procesal 

penal fue reemplazada por la de la formalización- es del todo incongruente, porque -voy a 

usar el término correcto- la formalización es una decisión privativa de los fiscales, quienes, 

naturalmente, no comunican por anticipado sus determinaciones.

Por otra parte, hay que tener presente que desde el 25 de febrero -fecha de entrega de la 

minuta- hasta hoy han pasado ya 140 días, y el encausamiento en cuestión no ha tenido lugar 

simplemente porque no había razones para ello.

De otro lado, uno se pregunta por qué el supuesto procesamiento del actual consejero 

regional Christian Urizar debiera conducir en forma automática a la remoción del Secretario 

Ministerial de Vivienda de la Quinta Región.

Eso tampoco tiene ninguna explicación lógica.

Señor Presidente, está terminando mi tiempo.

¿Podría ocupar parte del correspondiente al Comité Socialista para concluir mi intervención?

El señor NOVOA (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor OMINAMI.- Gracias, señor Presidente.

Consciente de la gravedad de la situación, amplificada por el hecho de que la minuta en 

cuestión fue presentada en la Mesa del Partido Socialista por su Presidente como prueba para 

justificar la remoción de César Barra, me reuní con este y con Christian Urizar -dos de las 

personas mencionadas en la minuta-, y ambos, junto con manifestarme su indignación frente 

el hecho, se comprometieron a efectuar todas las gestiones conducentes a despejar cualquier 

duda que pudiera existir ante eventuales decisiones del Ministerio Público.

Realizadas las verificaciones correspondientes, pedí una reunión con el Ministro del Interior 

para hacerle presente mi convicción de que la decisión adoptada era por completo arbitraria y 

que él había sido conducido, de manera a mi juicio artera, a tomar una resolución injusta.

La reunión tuvo lugar el 12 de mayo. En esa oportunidad, frente a mi requerimiento para saber 

de dónde habían surgido los supuestos antecedentes que justificarían tal decisión, el Ministro 

del Interior me comunicó que le habían sido entregados por la Policía de Investigaciones, a 

través del Subsecretario del Interior, Patricio Rosende.

En esa ocasión adelanté mi convencimiento en el sentido de que estábamos en presencia 

de una situación en extremo delicada, ya que en ningún país donde existe un Estado de 

Derecho razonablemente constituido es admisible que, de manera apócrifa, la Policía de 

Investigaciones adelante información respecto de decisiones que supuestamente estarían 

siendo adoptadas por el Ministerio Público.

Asimismo, me parece inaceptable que, inmediatamente después de conocida una minuta que 

-como se demostraría luego- manipulaba en forma burda información judicial, un funcionario 

fuera removido en menos de 24 horas.

La minuta a que aludo -reitero que la entregaré a la Mesa- está fechada el 25 de febrero y 

la decisión de remover al funcionario correspondiente es del día siguiente, 26 de febrero. 

Es decir, en menos de un día se tomó tal determinación, sin fundamentación de cargo y sin 

mediar ningún tipo de sumario. El único afán de ese documento era causar daños políticos, 

electorales y morales irreversibles.

Puse tales argumentos en conocimiento del Ministro del Interior durante una nueva reunión 

que sostuve con él, el día 17 de junio, aquí, en el Senado. En el transcurso de ella le señalé 

formalmente que había llegado a la conclusión de que estábamos en presencia de una 

maniobra destinada a desprestigiar a un funcionario honesto, que ese hecho me parecía 

inaceptable y que era indispensable, por una parte, realizar una investigación para determinar 

a los responsables de esa maniobra, y por la otra, que los afectados pudieran recibir la 

explicación y reparación que merecían.

Eso es exactamente lo que hoy día continúo buscando al intervenir en esta Corporación.

Para agravar la situación, señor Presidente, en dicha minuta se desliza maliciosamente que 

una de las personas aludidas, Christian Urizar, es muy cercana a mí, como si ello fuera una 

especie de delito.

Le hice presente al Ministro del Interior que César Barra era un profesional que se había 

desempeñado, como abogado experto en materias constitucionales, en la bancada de 

Senadores socialistas durante el período comprendido entre abril de 1997 y abril de 2001. 

Todos los Senadores socialistas que ejercíamos a esa fecha lo conocemos y podemos dar fe 

de su honestidad, de su calidad profesional.

Con posterioridad, por su vocación de trabajo en terreno, César Barra asumió la dirección 

del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, en la cual se desempeñó entre mayo de 2001 y 

marzo de 2008. Luego fue designado, en abril de ese año, Secretario Ministerial de Vivienda 

de la Quinta Región.

Debo señalar que la designación de 2008 se hizo a pesar de los cuestionamientos infundados 

de que César Barra fue objeto por parte del actual Secretario General del Partido Socialista.

En mi última conversación con el Ministro del Interior, le expresé que César Barra no era un 

profesional cualquiera; que, aparte de ser un excelente funcionario, había manifestado, a 

finales de 2008 y principios de 2009, su interés por inscribirse como precandidato a Diputado 

por el 12° distrito, y que, naturalmente, su destitución había tornado inviable esta opción, 

provocando a él, a su familia y a todos quienes somos sus compañeros y amigos un enorme 

dolor, difícil de subsanar.

Dada la gravedad de los antecedentes que pongo en conocimiento del Senado, solicito que 

se oficie para que, primero, se identifique al autor de la minuta apócrifa en cuestión, la cual -

reitero-, mediante la manipulación de información judicial, indujo al señor Ministro del Interior a 

tomar una decisión impropia de un Estado de Derecho.

Y segundo, pido que el señor Subsecretario del Interior, quien al momento de los hechos se 

desempeñaba como titular de la Cartera, exponga por qué razón dio crédito a esa información 

-que le fue presentada, como dije, en una minuta de fecha 25 de febrero- sin investigarla y 

se la hizo llegar al Vicepresidente de la República, induciéndolo a adoptar una determinación 

apresurada e injusta, puesto que, sin ningún tipo de indagación previa y sin el más mínimo 

derecho a defensa del acusado, este fue removido del cargo.

La clarificación es imprescindible, señor Presidente. No considero aceptable que se usen 

estos métodos para resolver conflictos políticos y competencias electorales. La política y los 

partidos pasan por momentos bien difíciles, como todos lo sabemos. Los hechos que hago 

presentes son, a mi juicio, demostrativos de una tendencia a la degradación que es preciso 

enfrentar muy radicalmente.

Espero que la situación no se repita. No creo que ella sea la expresión de métodos 

generalizados en el país: pienso que se trata de una cuestión puntual. Pero me parece 

fundamental que se reitere que los funcionarios públicos deben ser calificados por su gestión y 

excelencia.

Confío en que, en un año particularmente complejo como el que vivimos -un año electoral-, 

las autoridades serán especialmente rigurosas en la evaluación del desempeño de los 

funcionarios públicos, al margen de cualquier consideración político-partidista.

He dicho.

